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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 17 de septiembre de 2018. 

La parte recurrente, Consejo de Titulares del Condominio 

Ocean Villas, solicita la revisión de la Resolución de consulta de 

construcción notificada el 1 de febrero de 2018, por la Oficina de 

Gerencia de Permisos (OGPe). En esta, dicha agencia emitió una 

determinación favorable a la solicitud de enmienda núm. 2015-

086631-CCO-131031 para 1a consulta de construcción aprobada 

en el caso 09DA2-CET00-01656, sujeto a que se cumpliera con las 

recomendaciones de la agencia, previo a la presentación de los 

planos de construcción. 

                                                 
1 En sustitución de la Hon. Cintrón Cintrón, Jueza de Apelaciones, mediante 

Orden Administrativa Núm. TA-2018-084 del 19 de abril de 2018. 
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Tras examinar los escritos de las partes comparecientes, así 

como el apéndice del recurso que nos ocupa, desestimamos el 

recurso por prematuro, por cuanto la OGPe notificó de manera 

inadecuada la referida Resolución de consulta de construcción, ya 

que omitió notificar al interventor, Consejo de Titulares del 

Condominio Ocean Villas, y a sus representantes legales, por correo 

certificado y correo ordinario, de conformidad a la Sec. 3.14 de la 

Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto 

Rico (LPAU), 3 LPRA sec. 9654. 

Veamos los trámites administrativos relativos a la Consulta 

de construcción ante la OGPe que nos ocupa. 

I 

Mediante una Resolución expedida el 10 de junio de 2009, en 

el caso 09DA2-CET00-01656, la extinta Administración de 

Reglamentos y Permisos (ARPe) aprobó un desarrollo preliminar y 

anteproyecto (consulta de construcción) para un proyecto turístico 

residencial consistente de un desarrollo de multipropiedad tipo club 

vacacional que contempla unidades de tiempo compartido 

(timeshare), en un predio con cabida de 4,223.0097 metros 

cuadrados, denominada como Parcela R, ubicada en la Carr. PR-

968, km. 1.2, en el Barrio Mameyes 2 del municipio de Río Grande, 

dentro de los límites del complejo hotelero Río Mar, Wyndham Río 

Mar Beach and Resort Spa. El proponente del proyecto fue 

Wyndham Carib Development Company III, LLC (Wyndham), por 

conducto del Arq. John Jordán López, de la firma CSA Group.2 

Dicha autorización tenía un periodo de vigencia de dos (2) 

años. 3  

Trascurrido el tiempo, el 23 de mayo de 2011, Wyndham 

presentó ante la OGPe, sucesora de ARPe, una solicitud de prórroga 

                                                 
2 Apéndice del recurso, págs. 244-251. 
3 Apéndice del recurso, pág. 250. 
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en el referido caso 09DA2-CET00-01656, que fue designada con el 

núm. 2011-SPR-00068. La OGPe aprobó la prórroga solicitada 

mediante Resolución sobre solicitud de prórroga, emitida y notificada 

el 31 de agosto de 2011.4  

Luego, Wyndham solicitó ante OGPe otra prórroga mediante 

el caso núm. 2012-PPR-14421. Dicha petición fue autorizada por 

Resolución sobre solicitud de prórroga emitida y notificada el 25 de 

septiembre de 2012.5 

Así las cosas, presentada la petición y mediante Resolución 

sobre solicitud de intervención (2012-SIN-07940), el 28 de noviembre 

de 2012, la OGPe autorizó la participación del Consejo de Titulares 

del Condominio Ocean Villas en los casos núm. 09DA-2-CET-00-

1656, 2011-SPR-00068 y 2012-PRR-14421.6 

Más tarde, mediante el caso núm. 2013-PRR-33221, 

Wyndham solicitó otra prórroga, que fue autorizada por la 

Resolución sobre solicitud de prórroga emitida y notificada por OGPe 

el 24 de octubre de 2013.7 

Luego, el 10 de diciembre de 2014, OGPe emitió otra 

Resolución sobre solicitud de prórroga en el caso núm. 2014-PRR-

43440, en la que autorizó otra prórroga al caso.8 

Posteriormente, el 30 de octubre de 2015, Wyndham presentó 

ante la OGPe una Solicitud de enmienda a una consulta de 

construcción (Desarrollo Preliminar y Anteproyecto) previamente 

                                                 
4 De conformidad con el “certifico”, la resolución fue notificada a todas las partes 

mencionadas en el “notifíquese”. Es decir, al Arq. John Jordán CSA Group, Suite 

500, Ave. Ponce de León #1064, San Juan, P.R. 00907-3740. Apéndice del 
recurso, págs. 253-254. 
5 También se certificó la notificación a todas las partes mencionadas en el 

“notifíquese”; entiéndase, solo a CSA Group. Apéndice del recurso, págs. 291-292. 
6 Apéndice del recurso, págs. 55-57. 
7 Igualmente se certificó la notificación a todas las partes mencionadas en el 

“notifíquese”. Esto fue, solamente a CSA Group. Apéndice del recurso, págs. 287-
288. 
8 De la misma forma, se certificó la notificación a todas las partes mencionadas 

en el “notifíquese”. Esto fue, solo a CSA Group. Apéndice de la Oposición a Recurso 
de Revisión, págs. 6-8. 
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aprobada bajo el caso núm. 09DA2-CET00-01656, con el propósito 

de presentar modificaciones menores al diseño.9  

La Solicitud de enmienda se designó con el núm. 2015-

086631. En cuanto a esta solicitud, se tramitó, y la OGPe expidió 

una Resolución el 22 de diciembre de 2015, en la que autorizó otra 

solicitud de prórroga (núm. 2015-086631-PRR-143468).10 Luego, el 

1 de febrero de 2018, la OGPe notificó la determinación favorable a 

la solicitud de enmienda a 1a consulta de construcción núm. 2015-

086631-CCO-131031 para la consulta aprobada en el caso 09DA2-

CET00-01656 (desarrollo preliminar y anteproyecto), sujeto a que se 

cumpliera con las recomendaciones de la agencia, previo a la 

presentación de los planos de construcción.11 La Resolución de 

consulta de construcción núm. 2015-086631-CCO-131031 certificó 

la notificación a todas las partes mencionadas en el “notifíquese”.12 

Surge que el Consejo de Titulares del Condominio Ocean Villas no 

fue notificado de la Resolución de consulta de construcción núm. 

2015-086631-CCO-131031.13  

Por ello, el 22 de febrero de 2018, el Consejo de Titulares del 

Condominio Ocean Villas presentó un recurso de revisión ante la 

División de Revisiones Administrativas (División). En lo 

concerniente, adujo que era un interventor en el procedimiento 

administrativo ventilado ante la agencia y, por tanto una parte del 

proceso que debía ser notificado de todos los eventos y resoluciones 

del caso. A tales efectos, sostuvo que la falta de notificación de la 

                                                 
9 Las alteraciones propuestas consistieron en cambios en la configuración de la 

piscina propuesta y el ajuste en la distribución del área de estacionamiento. Es 

decir, el propósito fue eliminar las variaciones previamente aprobadas. Apéndice 

del recurso, pág. 145. 
10 También se certificó la notificación a todas las partes mencionadas en el 
“notifíquese”. Es decir, solo a CSA Group. Apéndice del recurso, págs. 260-262. 
11 Nótese que la solicitud de enmienda se designó con el núm. 2015-086631, pero, 

al adjudicarse la prórroga se le añadió PRR-143468 (prórroga); mientras, que la 

resolución que resuelve la consulta de construcción se registró CCO-131031 

(consulta de construcción). 
12 Apéndice del recurso, págs. 145-167. 
13 El Consejo de Titulares del Condominio Ocean Villas tampoco fue notificado de 

las resoluciones sobre las solicitudes de prórroga de los casos núm. 2013-PRR-

33221 y núm. 2014-PRR-43440. 
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Resolución de consulta de construcción núm. 2015-086631-CCO-

131031, de 1 de febrero de 2018, anulaba el proceso administrativo. 

La División no acogió el recurso de revisión presentado por el 

Consejo de Titulares del Condominio Ocean Villas.  

Así, inconforme con la determinación de la OGPe, el 6 de abril 

de 2018, el Consejo de Titulares del Condominio Ocean Villas, los 

señores Alfredo R. Feigelmuller Gentile, Osvaldo Pérez-Ramos, y la 

Coalición del Este para la Defensa de los recursos y el 

Medioambiente, Inc. (ECORED), instaron el recurso de epígrafe y 

formuló los siguientes señalamientos de error:  

Primer error: Erró la OGPE al aprobar una enmienda a un 
desarrollo preliminar y anteproyecto que perdió vigencia y 
no tiene validez. 
 
Segundo error: Erró la OGPE al aprobar la consulta de 
construcción y la DECA Núm. 2015-086631-PCD-002020 
en violación al debido proceso de ley y las exigencias 
procesales del Reglamento Conjunto y la Ley de 
Procedimiento Administrativo Uniforme.  
 
Tercer error: Erró la Oficina de Gerencia de Permisos 
(OGPE) al aprobar la consunta de construcción sin antes 
exigir que se evalúen los impactos ambientales de la 
construcción propuesta en el predio, en violación a la 
legislación y reglamentación ambiental vigente y a la 
propia autorización original del desarrollo preliminar y 
anteproyecto. 
 
Cuarto error: Erró la OGPE al autorizar la consulta de 
construcción en violación a las normas reglamentarias que 
rigen las construcciones en las costas de Puerto Rico. 
 
Quinto error: Erró el Director Ejecutivo al autorizar la 
consulta de construcción sin tener autoridad legal para 
ello. 

 

Centraremos nuestro análisis únicamente en el segundo 

señalamiento de error, ya que este dispone del recurso. Al respecto, 

en la Oposición a recurso de revisión, Wyndham solamente indicó 

que el Consejo de Titulares del Condominio Ocean Villas había 

admitido en su recurso haber sido notificado de la solicitud de 

enmienda, aunque sin toda la documentación relacionada. No 

obstante ello, Wyndham entiende que el Consejo de Titulares del 

Condominio Ocean Villas no podía dejar de tomar acción y esperar 

a la resolución final para levantar el defecto. Por otro lado, en cuanto 
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a los supuestos defectos en la notificación de asuntos de prórroga, 

argumentó que la solicitud de enmienda tuvo el efecto de subsanar 

cualquier deficiencia en la notificación. Por último, añadió que la 

solicitud de enmienda también tuvo el efecto de convertir el trámite 

administrativo en uno ministerial, al que razonó que no aplican los 

requisitos de notificación. Nada discutió en torno a la falta de 

notificación al Consejo de Titulares del Condominio Ocean Villas de 

la Resolución de consulta de construcción núm. 2015-086631-CCO-

131031 de 1 de febrero de 2018.  

II 

La Ley para la Reforma del Proceso de Permisos de Puerto Rico, 

Ley Núm. 161-2009, 23 LPRA sec. 9011, et seq., se adoptó con el fin 

de establecer un procedimiento nuevo para la solicitud, evaluación 

y concesión de permisos de uso, construcción y desarrollo de 

terrenos en Puerto Rico. Mun. de San Sebastián v. QMC Telecom, 190 

DPR 652, 660 (2014). Mediante esta ley, ARPe quedó reemplazada 

por la Oficina de Gerencia y Permisos (OGPe) como la agencia 

administrativa encargada de la concesión de permisos. Id.; 23 LPRA 

sec. 9012d.  

En lo pertinente, el Art. 18.6 la Ley Núm. 161-2009, declara 

la aplicabilidad de la Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme14 al procedimiento de permisos como se indica a 

continuación:  

La Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme será 
de aplicación a todos los procedimientos para la 
evaluación, el otorgamiento o la denegación de 
determinaciones finales y permisos, recomendaciones, 
certificaciones, licencias, certificados, incluyendo 
determinaciones de cumplimiento ambiental relacionados 
a Declaraciones de Impacto Ambiental, o cualquier otra 
autorización similar otorgada por la Oficina de Gerencia de 
Permisos, la Junta Adjudicativa, los Municipios 
Autónomos con Jerarquía de la I a la V, el profesional 

                                                 
14 Aclaramos que durante gran parte del trámite administrativo ante OGPe estaba 
vigente la derogada Ley Núm. 170 del 12 de agosto de 1988. Al momento de 

emitirse la Resolución del 1 de febrero de 2018, que revisamos, estaba vigente la 

Ley Núm. 38-2017, conocida como la Ley de Procedimiento Administrativo 
Uniforme del Gobierno de Puerto Rico (LPAU), que derogó la anterior legislación. 3 

LPRA sec. 2101 et seq. 
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autorizado e inspector autorizado, así como la 
adjudicación de querellas u órdenes administrativas por el 
Director Ejecutivo, por las entidades gubernamentales 
concernidas, o los Municipios Autónomos con Jerarquía 
de la I a la V, al amparo de las disposiciones de este 
capítulo, salvo en las instancias que expresamente se 
disponga lo contrario o en aquellos casos donde este 
capítulo resulte inconsistente con la Ley de 
Procedimiento Administrativo Uniforme. 

 
23 LPRA sec. 9028e. (Énfasis nuestro).15 

Por su parte, el Artículo 1.5 de la Ley Núm. 161-2009, define 

los siguientes conceptos como se transcribe a continuación:  

(44) Interventor.- Según definida por las secs. 2102 et seq. 
del Título 3, conocidas como “Ley de Procedimiento 
Administrativo Uniforme del Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico”.  

 
[…] 

 
(56) Parte.- Según definida por las secs. 2102 et seq. del 
Título 3, conocidas como “Ley de Procedimiento 
Administrativo Uniforme del Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico”. 
 

23 LPRA sec. 9011. 
 

Al respecto, la sección 1.3 de la vigente Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico (LPAU), Ley 

Núm. 38-2017, define al “interventor” como “aquella persona que no 

sea parte original en cualquier procedimiento adjudicativo que la 

agencia lleve a cabo y que haya demostrado su capacidad o interés 

en el procedimiento”. 3 LPRA sec. 9603 (f). A su vez, “parte” significa 

“toda persona o agencia autorizada por ley a quien se dirija 

específicamente la acción de una agencia o que sea parte en dicha 

acción, o que se le permita intervenir o participar en la misma, o que 

haya radicado una petición para la revisión o cumplimiento de una 

orden, o que sea designada como parte en dicho procedimiento”. 3 

LPRA sec. 9603 (k).  

                                                 
15 Desde su aprobación el 1 de diciembre de 2009, la Ley Núm. 161-2009 eximía  

a los procedimientos ante OGPe de la aplicación de LPAU. Con posterioridad, la 

Ley Núm. 151-2013 enmendó la Ley Núm. 161-2009 e hizo aplicable las 

disposiciones de la LPAU a los procedimientos ante la OGPe. Sin embargo, la 

Sección 5.2.3 del Reglamento Conjunto, infra, se expresa en términos contrarios 

a las disposiciones de la Ley Núm. 161-2009, según enmendada, ya que mantiene 
el lenguaje original de la Ley. Es importante destacar que ningún reglamento 

puede estar en conflicto con el mandato legislativo. De ser así, la disposición 

reglamentaria cede ante las disposiciones de la ley. Pérez v. Com. Rel. Trab. Serv. 
Púb., 158 DPR 180, 187 (2002).  
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En cuanto a la notificación de las órdenes y resoluciones 

finales de las entidades administrativas, en lo pertinente, la sección 

3.14 de la LPAU establece lo siguiente: 

[…] 
 
La agencia deberá especificar en la certificación de sus 
órdenes o resoluciones los nombres y direcciones de las 
personas naturales o jurídicas a quienes, en calidad de 
partes, les fue notificado el dictamen, a los fines de que 
éstas puedan ejercer efectivamente el derecho a la revisión 
judicial conferido por ley. 
 
La agencia deberá notificar con copia simple por correo 

ordinario y por correo certificado, a las partes, y a sus 
abogados, de tenerlos, la orden o resolución a la brevedad 
posible, y deberá archivar en autos copia de la orden o 
resolución final y de la constancia de la notificación. 
Una parte no podrá ser requerida a cumplir con una orden 
final a menos que dicha parte haya sido notificada de la 
misma. 

 
3 LPRA sec. 9654. (Énfasis nuestro). 
 

Por otro lado, conforme a la Ley Núm. 161-2009, supra, se 

aprobó, el Reglamento Núm. 7951 de 29 de noviembre de 2010, 

conocido como Reglamento Conjunto de Permisos para Obras de 

Construcción y Usos de Terrenos (Reglamento Conjunto). Este regula 

los procedimientos administrativos relacionados a la toma de 

decisiones sobre permisos, consultas, certificaciones, 

autorizaciones y documentos ambientales, entre otros, ante la 

OGPe. Regla 5.1.1 del Reglamento Conjunto.  

El Capítulo 4 del mencionado Reglamento Conjunto define al 

“interventor” como “aquella persona natural o jurídica que no sea 

parte original en un procedimiento ante la Oficina de Gerencia o el 

Inspector General y que cumpla con los requisitos aplicables 

establecidos en este Reglamento”. Los factores a ser considerados 

por la agencia para autorizar o denegar una solicitud de intervención 

están enumerados en la sección 6.1.2 del citado Reglamento 

Conjunto.  

Además, el Capítulo 4 del Reglamento Conjunto establece la 

siguiente definición para el término “parte”: 
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Persona natural o jurídica, entidad o agencia que tiene 
derecho a participar plenamente en un proceso de 
otorgación de permiso llevado a cabo ante la Oficina de 
Gerencia o a la Oficina del Inspector General, incluyendo, 
pero sin limitación, cuando ésta dé inicio al proceso como 
solicitante, o bien porque se le permita participar 
posteriormente en calidad de interventor, porque tenga 
un interés propietario, claro, directo, inmediato e 
indisputable, en la controversia o materia en cuestión, y 
que, en reconocimiento de dicho interés, se le tenga que 
conceder o reconocer la máxima protección de derechos y 
privilegios legales. Con relación a la revisión 
administrativa o judicial de una determinación final de la 
Oficina de Gerencia, la Junta Adjudicativa, o un Municipio 
Autónomo con Jerarquía de la I a la V, cuya determinación 
final incluya una determinación de cumplimiento 
ambiental el término Parte incluirá a cualquier persona 

con un interés legítimo que sea afectada por dicha 
determinación, sujeto a cumplimiento con las 
disposiciones del Artículo 8.5 de la Ley Núm. 161, supra. 

 
(Cursivas en el original, negrillas suplidas). 
 

En lo que respecta a la presentación de solicitudes de 

enmienda a una consulta aprobada, la sección 8.1.8 del Reglamento 

Conjunto exige al proponente notificar a todas las partes copia de la 

solicitud de enmienda, incluyendo toda la documentación cargada 

al sistema al presentar la misma. 

Por otro lado, la sección 8.1.9 del Reglamento Conjunto 

requiere que la OGPe notifique las consultas aprobadas a todas las 

partes, incluyendo a los colindantes.  

Así pues, de la normativa anteriormente citada, surge que la 

notificación de una decisión final de la agencia será adecuada 

cuando la OGPe remita copia simple de la referida resolución final 

por correo ordinario y por correo certificado, a las partes, y a sus 

abogados, de tenerlos, y se archive en autos copia de la misma, así 

como de la constancia de la notificación.  

III 

Una lectura de la Solicitud de intervención del Consejo de 

Titulares del Condominio Ocean Villas demuestra que dicha parte 

compareció ante la OGPe por conducto de sus representantes 

legales, licenciados Pedro J. Saadé Lloréns, Omar Saadé Yordán y 

Marie I. Soler Agostini, cuyas direcciones postales constan al final 
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de la solicitud.16 Por otro lado, la dirección postal del Consejo de 

Titulares del Condominio Ocean Villas surge de la Solicitud de 

revisión administrativa presentada por dicha parte ante la División 

de Revisiones Administrativas de la OGPe.17 

De los hechos relatados, surge que el 28 de noviembre de 

2012, la OGPe autorizó la participación del Consejo de Titulares del 

Condominio Ocean Villas en el procedimiento administrativo. 

Específicamente, en el caso núm. 09DA-2-CET-00-1656 (consulta 

de construcción –desarrollo preliminar y anteproyecto), y en las 

prórrogas relacionadas con el mismo (casos núm. 2011-SPR-00068 

y 2012-PRR-14421). De tal manera, el Consejo de Titulares del 

Condominio Ocean Villas advino “parte” del proceso administrativo 

que impugna. Por tanto, por mandato de ley, la OGPe viene obligada 

a notificar su determinación final conforme a las exigencias de la 

LPAU.  

En el presente caso, la Resolución de consulta de construcción 

núm. 2015-086631-CCO-131031 de 1 de febrero de 2018, no se 

cursó por correo ordinario y por correo certificado al Consejo de 

Titulares del Condominio Ocean Villas y a sus abogados de récord, 

como lo exige la sección 3.14 de la LPAU y, por ello, resulta 

inadecuada. Dicho defecto en la notificación queda evidenciado en 

el hecho de que no hay constancia archivada en autos de la 

notificación por correo, ordinario y certificado, efectuado a dicha 

parte y sus abogados.18  

La notificación dirigida al presidente del Consejo de Titulares 

del Condominio Ocean Villas, señor Alberto Vela, a una dirección 

que no es ni la física ni la postal del Consejo de Titulares, no 

sustituye la formalidad de la notificación por correo ordinario y por 

                                                 
16 Apéndice del recurso, pág. 53. 
17 Apéndice del recurso, pág. 12. 
18 Véase, Apéndice del recurso, págs.151-167. 
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correo certificado al Consejo de Titulares y a sus representantes 

legales. La OGPe estaba obligada a notificar su determinación final 

según lo establecido en la LPAU. Precisamente, la formalidad en la 

notificación, de requerir que la misma sea por correo ordinario y 

certificado, y que se archive en autos una copia de la constancia, 

permite corroborar que la notificación fue dirigida a la persona 

correcta y que esta la recibió. El Consejo de Titulares del 

Condominio Ocean Villas es una “parte”, distinta y separada de la 

persona y dirección postal de su presidente, dentro procedimiento 

administrativo aquí impugnado. Por tanto, la omisión de cursar la 

notificación al Consejo de Titulares del Condominio Ocean Villas y a 

sus abogados, conforme a las exigencias de la LPAU, provocó que la 

notificación de la Resolución de consulta de construcción núm. 2015-

086631-CCO-131031de 1 de febrero de 2018, fuera inadecuada. 

Lo anterior significa que los términos jurisdiccionales para 

instar un recurso de revisión judicial, no se activan para ninguna 

de las partes. Es decir, mientras la determinación final no haya sido 

notificada de manera adecuada, la misma no surte efecto jurídico 

alguno. Una determinación final mal notificada, no es ejecutable. 

Comisión Ciudadanos v. G.P. Real Property, 173 DPR 998, 1014-

1016 (2008). Caro v. Cardona, 158 DPR 592, 598 (2003); Rivera v. 

Algarín, 159 DPR 482, 489 (2003); Rodríguez Mora v. García Lloréns, 

147 DPR 305, 309-311 (1998); Falcón Padilla v. Maldonado Quirós, 

138 DPR 983, 989-990 (1995); Cárdenas Maxán v. Rodríguez, 119 

DPR 642, 656 (1987).19 

Aquellas partes adversamente afectadas por una 

determinación judicial o administrativa final tienen que ser 

notificadas adecuadamente, ya que tal notificación es la única 

garantía para poder cuestionar dicha determinación ante el foro 

                                                 
19 En estos casos, el Tribunal Supremo de Puerto Rico interpretó la disposición 

análoga en la derogada LPAU. 
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judicial apropiado. Cualquier omisión en el proceso de notificación 

a la parte afectada de manera adversa, enerva las garantías del 

debido proceso de ley. Mun. de Caguas v. AT & T, 154 DPR 401, 414 

(2001); IM Winner, Inc. v. Mun. de Guayanilla, 151 DPR 30, 35-38 

(2000); Colón Torres v. A.A.A., 143 DPR 119, 124 (1997). Al 

interpretar la sección 3.14 de la derogada LPAU, nuestro Tribunal 

Supremo expresó que: 

La Sec. 3.14 de la LPAU establece, entre otras cosas, que 
las órdenes o resoluciones finales de las agencias deberán 
ser notificadas a las partes del proceso administrativo. 
Además, especifica que dicha notificación deberá advertir 
el derecho de las partes a solicitar reconsideración ante la 
agencia o instar recurso de revisión judicial ante el 
Tribunal de Apelaciones, con expresión de los términos 
jurisdiccionales que tienen las partes para ejercer dicho 
derecho. A su vez, esta sección explica que dichos términos 
no comenzarán a correr hasta que la agencia haya 
cumplido con estos requisitos. 3 LPRA sec. 2164. Por eso, 
una vez una persona es parte en el proceso 
adjudicativo, tiene derecho a participar efectivamente 
en dicho proceso, ser notificada de las 
determinaciones, órdenes o resoluciones que emita la 
agencia y solicitar revisión judicial en igualdad de 
condiciones a las otras partes. Íd. Véase, además, San 
Antonio Maritime v. P.R. Cement Co., [153 DPR 374 
(2001)], pág. 391, En particular, si la agencia no le 
notifica alguna determinación tomada durante el 
proceso adjudicativo ―evitando su participación 
efectiva en los procesos― dicha determinación y 
cualquier procedimiento posterior carecerán de 
eficacia jurídica, ya que violan el derecho que tiene 
dicha parte al debido proceso de ley. 

 
Comisión Ciudadanos v. G.P. Real Property, supra, pág. 1014. (Énfasis 
nuestro). 
 

En síntesis, nuestro Tribunal Supremo, de manera reiterada, 

ha resuelto que a una parte que no ha sido notificada de una 

determinación final conforme a derecho, no se le pueden oponer los 

términos jurisdiccionales. En otras palabras, no se puede perjudicar 

a aquella parte que no ha sido notificada de manera adecuada por 

la agencia administrativa, ya que ello sería permitir que la agencia 

se beneficie de actuaciones administrativas ineficaces y de sus 

propias omisiones. Por lo tanto, si una parte no ha sido notificada 

de la determinación de una agencia, de su derecho a solicitar 

revisión judicial ante el Tribunal de Apelaciones, ni de los términos 
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jurisdiccionales, según lo requiere la Sección 3.14 de la LPAU, 

supra, tampoco se le pueden oponer los términos jurisdiccionales 

aplicables. 

Además, ello torna cualquier recurso para impugnar los 

méritos de la decisión en prematuro. Por lo tanto, el término para 

solicitar la revisión judicial del dictamen administrativo no ha 

comenzado a decursar hasta tanto la OGPe notifique correcta y 

adecuadamente la aludida Resolución de consulta de construcción 

núm. 2015-086631-CCO-131031de 1 de febrero de 2018, a todas 

las partes. 

Al igual que un recurso presentado de manera tardía, un 

recurso prematuro, o presentado antes de tiempo, sencillamente 

adolece del fatal e insubsanable defecto de falta de jurisdicción. 

Claro está, las partes que presentaron el recurso antes de tiempo, 

pueden acudir nuevamente, de manera diligente, ante este tribunal 

cuando proceda. Empress Hotel, Inc. v. Acosta, 150 DPR 208, 210-

213 (2000); Rodríguez v. Zegarra, 150 DPR 649, 654 (2000); Pérez v. 

C.R. Jiménez, Inc., 148 DPR 153, 153-154 (1999).  

En su consecuencia, la Resolución de consulta de construcción 

núm. 2015-086631-CCO-131031 de 1 de febrero de 2018, emitida 

por la OGPe, deberá ser notificada con copia simple por correo 

ordinario y por correo certificado al Consejo de Titulares del 

Condominio Ocean Villas y a sus representantes legales, y deberá 

archivar en autos copia de la misma, así como de la constancia de 

la notificación. 

IV 

Por los fundamentos antes expresados, se desestima el 

recurso de revisión judicial por haberse presentado de manera 

prematura, por cuanto la Oficina de Gerencia de Permisos notificó, 

de manera inadecuada, la Resolución de consulta de construcción 

núm. 2015-086631-CCO-131031de 1 de febrero de 2018, al omitir 
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notificar al interventor, Consejo de Titulares del Condominio Ocean 

Villas, y a sus representantes legales, por correo certificado y correo 

ordinario, de conformidad a la Sec. 3.14 de la Ley Núm. 38-207, Ley 

de Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico 

(LPAU), 3 LPRA sec. 9654.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


